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 Expediente Nº: EXP202100132

RESOLUCIÓN DE ARCHIVO DE ACTUACIONES

De las actuaciones practicadas por la Agencia Española de Protección de Datos y
teniendo como base los siguientes

HECHOS

PRIMERO:  D.  A.A.A.  (en  adelante,  la  parte  reclamante)  con  fecha  25/06/2021
interpuso  reclamación  ante  la  Agencia  Española  de  Protección  de  Datos.  La
reclamación se dirige contra ADMINISTRACIÓN DE FINCAS TERRA LEVANTE, S.L.
con CIF B54303672 (en adelante, la parte reclamada). Los motivos en que basa la
reclamación son los siguientes: el reclamante manifiesta que el reclamado ha cedido
sus datos personales y los escritos que le ha remitido quejándose del servicio prestado
por la empresa de limpieza; el abogado de la empresa de limpieza le ha dirigido un
escrito, donde manifiesta que se le ha entregado documentación que acredita que el
reclamante como propietario/inquilino de un inmueble de la comunidad muestra una
actitud de acoso laboral hacia su representado.
Aporta copia de los correos remitidos a la administración y del escrito que le dirige el
abogado de la empresa de limpieza.

SEGUNDO: De conformidad con el artículo 65.4 de la Ley Orgánica 3/2018, de 5 de
diciembre, de Protección de Datos Personales y garantía de los derechos digitales (en
adelante LOPDGDD), se dio traslado de dicha reclamación a la parte reclamada para
que procediese a su análisis e informase a esta Agencia en el plazo de un mes, de las
acciones llevadas a cabo para adecuarse a los requisitos previstos en la normativa de
protección de datos.
El reclamado no respondió al requerimiento de la Agencia.

TERCERO: Con fecha 13/10/2021, de conformidad con el artículo 65 de la LOPDGDD,
se admitió a trámite la reclamación presentada por la parte reclamante.

CUARTO: La Subdirección General de Inspección de Datos procedió a la realización
de actuaciones  previas  de investigación  para  el  esclarecimiento  de los  hechos en
cuestión, en virtud de los poderes de investigación otorgados a las autoridades de
control  en el  artículo 57.1 del Reglamento (UE) 2016/679 (Reglamento General de
Protección de Datos, en adelante RGPD), y de conformidad con lo establecido en el
Título VII, Capítulo I, Sección segunda, de la LOPDGDD, teniendo conocimiento de los
siguientes extremos:

El  abogado  de  la  empresa  de  limpieza  ha  manifestado  lo  siguiente:  “Que  como
profesional  ejerciente  en  la  Abogacía  colegiado  (…)  se  me  encargo  un  trabajo,
respecto al requerimiento efectuado al reclamante por la empresa D&R Mantenimiento
Integral de Comunidades – B.B.B., el cual por su parte, proporciono los datos para tal
requerimiento al presente despacho profesional para proceder al requerimiento que se
indica.” 
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FUNDAMENTOS DE DERECHO

I
De acuerdo con las funciones que el artículo 57.1 a), f) y h) del Reglamento

(UE) 2016/679 (Reglamento general de protección de datos, en adelante RGPD) con-
fiere a cada autoridad de control y según lo dispuesto en los artículos 47 y 48.1 de la
Ley Orgánica 3/2018, de 5 de diciembre, de Protección de Datos Personales y garan-
tía de los derechos digitales (en lo sucesivo LOPDGDD), es competente para resolver
estas actuaciones de investigación la Directora de la Agencia Española de Protección
de Datos.

Asimismo,  el  artículo  63.2  de  la  LOPDGDD  determina  que:  “Los
procedimientos tramitados por la Agencia Española de Protección de Datos se regirán
por lo dispuesto en el Reglamento (UE) 2016/679, en la presente ley orgánica, por las
disposiciones  reglamentarias  dictadas  en  su  desarrollo  y,  en  cuanto  no  las
contradigan,  con  carácter  subsidiario,  por  las  normas  generales  sobre  los
procedimientos administrativos.”

II
Artículo 6, Licitud del tratamiento, del RGPD en su apartado 1, establece que: 

“1. El tratamiento solo será lícito si se cumple al menos una de las siguientes
condiciones:

a)  el  interesado  dio  su  consentimiento  para  el  tratamiento  de  sus  datos
personales para uno o varios fines específicos;
b) el tratamiento es necesario para la ejecución de un contrato en el que el
interesado  es  parte  o  para  la  aplicación  a  petición  de  este  de  medidas
precontractuales;
c)  el  tratamiento es necesario para el  cumplimiento de una obligación legal
aplicable al responsable del tratamiento;
d) el tratamiento es necesario para proteger intereses vitales del interesado o
de otra persona física;
e) el tratamiento es necesario para el cumplimiento de una misión realizada en
interés público o en el ejercicio de poderes públicos conferidos al responsable
del tratamiento;
f)  el  tratamiento  es  necesario  para  la  satisfacción  de  intereses  legítimos
perseguidos por el responsable del tratamiento o por un tercero, siempre que
sobre dichos intereses no prevalezcan los intereses o los derechos y libertades
fundamentales del interesado que requieran la protección de datos personales,
en particular cuando el interesado sea un niño.

Lo  dispuesto  en  la  letra  f)  del  párrafo  primero  no  será  de  aplicación  al
tratamiento realizado por las autoridades públicas en el ejercicio de sus funciones”.

Por otra parte, el artículo 4 del RGPD, Definiciones, en sus apartados 1, 2 y 11,
señala que:

“1) «datos personales»: toda información sobre una persona física identificada
o  identificable  («el  interesado»);  se  considerará  persona  física  identificable  toda
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persona cuya identidad pueda determinarse, directa o indirectamente,  en particular
mediante un identificador, como por ejemplo un nombre, un número de identificación,
datos de localización, un identificador en línea o uno o varios elementos propios de la
identidad física, fisiológica, genética, psíquica, económica, cultural o social de dicha
persona;

“2)  «tratamiento»:  cualquier  operación o conjunto de operaciones realizadas
sobre datos personales o conjuntos de datos personales, ya sea por procedimientos
automatizados  o  no,  como  la  recogida,  registro,  organización,  estructuración,
conservación,  adaptación  o  modificación,  extracción,  consulta,  utilización,
comunicación  por  transmisión,  difusión  o  cualquier  otra  forma  de  habilitación  de
acceso, cotejo o interconexión, limitación, supresión o destrucción; 

“11)  «consentimiento  del  interesado»:  toda  manifestación  de  voluntad  libre,
específica, informada e inequívoca por la que el interesado acepta, ya sea mediante
una declaración o una clara acción afirmativa, el tratamiento de datos personales que
le conciernen”.

III
En el presente caso, los hechos denunciados se concretan en la cesión por el

reclamado de los datos del reclamante a un despacho de abogados, a quien se le ha-
bía encargado por la empresa contratada para la limpieza de la Comunidad un asunto
de acoso laboral hacia el operario de la empresa “haciéndolo víctima de actitudes, que
invaden y perjudican su espacio personal y laboral produciendo la violación de dere-
chos fundamentales en la persona de mi cliente”.

Hay que señalar que el tratamiento de datos requiere la existencia de una base
legal que lo legitime, que de conformidad con el artículo 6.1 puede ser el consenti-
miento, una relación contractual, obligación legal, la protección de intereses vitales del
interesado, un interés legítimo, un interés público, etc.

 
Entre las posibilidades que establece la citada norma, y que excepciona la ne-

cesidad del consentimiento del interesado, la constituye la existencia de un interés le-
gítimo, siempre que en un ejercicio de ponderación entre dicho interés legítimo y los
derechos fundamentales de los afectados prevaleciera el primero sobre el segundo.

Así, la Sentencia del Tribunal de Justicia declaró expresamente el efecto direc-
to del artículo 7 f) de la Directiva 95/46/CE, según el cual:

“Los Estados miembros dispondrán que el tratamiento de datos personales só-
lo pueda efectuarse si (…) es necesario para la satisfacción del interés legítimo perse-
guido por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se comu-
niquen los datos, siempre que no prevalezca el interés o los derechos y libertades fun-
damentales del interesado que requieran protección con arreglo al apartado 1 del ar-
tículo 1 de la presente Directiva”.

Además, el RGPD, contempla como causa legitimadora para el tratamiento de
datos el interés legítimo, según su artículo 6.1.f)
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Por tanto, para determinar si procedería la aplicación del citado precepto habrá
de aplicarse la regla de ponderación prevista en el mismo; es decir, será necesario va-
lorar si en el supuesto concreto objeto de análisis existirá un interés legítimo persegui-
do por el responsable del tratamiento o por el tercero o terceros a los que se comuni-
quen los datos que prevalezca sobre el interés o los derechos y libertades fundamen-
tales del interesado que requieran protección conforme a lo dispuesto en el artículo 1
del RGPD, o si, por el contrario, los derechos fundamentales o intereses de los intere-
sados a los que se refiera el tratamiento de los datos han de prevalecer sobre el inte-
rés legítimo en que el responsable o el tercero pretende fundamentar el tratamiento o
la cesión de los datos de carácter personal.

De este modo, a efectos de efectuar la necesaria ponderación exigida, deberá
plantearse si, atendiendo a las circunstancias concretas que se producen en el presen-
te supuesto, el interés del tercero en acceder a los datos solicitados debe prevalecer
sobre el derecho a la protección de datos del afectado cuyos datos sean objeto de co-
municación.

En el presente caso, el interés legítimo invocado parece referirse especialmen-
te al derecho fundamental a la tutela judicial efectiva (art. 24 CE), en la medida en que
los datos se utilizarán, para la obtención de pruebas para formular posterior demanda
por la citada conducta ante los órganos pertinentes.

El alcance del derecho a la tutela judicial  en relación con la prueba ha sido
abordado, entre otras, en la STC 212/2013, de 16 de diciembre, en la que se hace re-
ferencia, citando la STC 88/2014, de 28 de mayo a “las íntimas relaciones del derecho
a la prueba con otros derechos garantizados en el  art.  24 CE. Concretamente, en
nuestra doctrina constitucional hemos hecho hincapié en la conexión de este específi-
co derecho constitucional con el derecho a la tutela judicial efectiva (art. 24.1 CE),
cuyo alcance incluye las cuestiones relativas a la prueba (SSTC 89/1986, de 1 de julio,
FJ 2; 50/1988, de 22 de marzo, FJ 3; 110/1995, de 4 de julio, FJ 4; 189/1996, de 25 de
noviembre, FJ 3; y 221/1998, de 24 de noviembre, FJ 3), y con el derecho de defensa
(art. 24.2 CE), del que es inseparable (SSTC 131/1995, de 11 de septiembre, FJ 2;
1/1996, de 15 de enero, FJ 2; y 26/2000, de 31 de enero, FJ 2)’’ (STC 19/2001, de 29
de enero, FJ 4; y, en el mismo sentido, STC 133/2003, de 30 de junio, FJ 3)». En las
reseñadas SSTC 19/2001 y 133/2003 el Tribunal Constitucional apuntaba que “ha sido
justamente esta inescindible conexión (con los otros derechos fundamentales mencio-
nados, en particular el derecho a obtener una tutela judicial efectiva), la que ha permi-
tido afirmar que el contenido esencial del derecho a utilizar los medios de prueba perti-
nentes se integra por el poder jurídico que se reconoce a quien interviene como liti-
gante en un proceso de provocar la actividad procesal necesaria para lograr la convic-
ción del órgano judicial  sobre la existencia o inexistencia de los hechos relevantes
para la decisión del conflicto objeto del proceso (por todas, STC 37/2000, de 14 de fe-
brero, FJ 3)”.

La relación entre los derechos a la protección de datos personales y a la tutela
judicial ha sido, asimismo, analizada en el Informe de esta AEPD 469/2011 de 30 de
diciembre de 2011, en el que se indica lo siguiente:

“En este punto, debe recordarse que esta Agencia ya ha tenido la ocasión de
analizar la posible concurrencia en un determinado supuesto de tratamiento de datos
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de los derechos fundamentales a la protección de datos de carácter personal y a la tu-
tela judicial efectiva del responsable del tratamiento. Así, se ha considerado por ejem-
plo que el tratamiento por un abogado de los datos de la parte contraria de su cliente
encuentra su amparo en el reconocimiento a este último por el  artículo 24.1 de la
Constitución de su derecho a la tutela judicial efectiva, lo que implica, según el aparta-
do 2, la defensa letrada y el uso de los medios de prueba pertinentes para la defensa
de su derecho. En este sentido, el informe de 21 de febrero de 2001 se señalaba lo si-
guiente:

“En este caso, como se dijo, el tratamiento por los abogados y procuradores de
los datos referidos a la contraparte de sus clientes en los litigios en que aquéllos ejer-
zan la postulación procesal trae su causa, directamente, del derecho de todos los ciu-
dadanos a la asistencia letrada, consagrado por el artículo 24.2 del Texto Constitucio-
nal.

En efecto, la exigibilidad del consentimiento del oponente para el tratamiento
de sus datos por el abogado o procurador supondría dejar a disposición de aquél el al-
macenamiento de la información necesaria para que su cliente pueda ejercer, en ple-
nitud, su derecho a la tutela judicial efectiva. Así, la falta de estos datos puede impli-
car, lógicamente, una merma en la posibilidad de aportación por el interesado de “los
medios de prueba pertinentes para su defensa”, vulnerándose otra de las garantías
derivadas del citado derecho a la tutela efectiva y coartándose la posibilidad de obte-
ner el pleno desenvolvimiento de este derecho.

Por todo ello, si bien ninguna disposición con rango de Ley establece expresa-
mente la posibilidad del tratamiento por abogados y procuradores de los datos referi-
dos al oponente de su cliente en el seno de un determinado proceso judicial, es evi-
dente que dicha posibilidad trae causa directa de una norma de rango constitucional,
reguladora además de uno de los derechos fundamentales y libertades públicas con-
sagrados por la Constitución, y desarrollado por las leyes reguladoras de cada uno de
los Órdenes Jurisdiccionales, en los preceptos referidos a la representación y defensa
de las partes.

Por todo ello, existe, desde nuestro punto de vista, una habilitación legal para
el tratamiento de los datos, que trae su cobertura del propio artículo 24 de la Constitu-
ción y sus normas de desarrollo.”

De este modo, atendiendo a las circunstancias que se producen en el presente
supuesto, el interés del tercero en acceder a los datos del reclamante debe prevalecer
sobre el derecho a la protección de datos del afectado y cuyos datos son objeto de ce-
sión.

IV
Por lo tanto, en base a lo indicado anteriormente, no se han encontrado eviden-

cias que acrediten la existencia de infracción en el amito competencial de la AEPD.

Así pues, de acuerdo con lo señalado, por la Directora de la Agencia Española
de Protección de Datos,

SE ACUERDA:
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PRIMERO: PROCEDER AL ARCHIVO de las presentes actuaciones.

SEGUNDO: NOTIFICAR la presente resolución a D. A.A.A. y ADMINISTRACIÓN DE
FINCAS TERRA LEVANTE, S.L.

De  conformidad  con  lo  establecido  en  el  artículo  50  de  la  LOPDGDD,  la
presente Resolución se hará pública una vez haya sido notificada a los interesados. 

Contra  esta  resolución,  que  pone  fin  a  la  vía  administrativa  según  lo
preceptuado por el art. 114.1.c) de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento
Administrativo  Común  de  las  Administraciones  Públicas,  y  de  conformidad  con  lo
establecido en los arts.  112 y 123 de la  citada Ley 39/2015,  de 1 de octubre,  los
interesados  podrán  interponer,  potestativamente,  recurso  de  reposición  ante  la
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos en el plazo de un mes a
contar  desde  el  día  siguiente  a  la  notificación  de  esta  resolución  o  directamente
recurso contencioso administrativo ante la Sala de lo Contencioso-administrativo de la
Audiencia Nacional, con arreglo a lo dispuesto en el artículo 25 y en el apartado 5 de
la disposición adicional  cuarta de la  Ley 29/1998,  de 13 de julio,  reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Administrativa, en el plazo de dos meses a contar desde el
día siguiente a la notificación de este acto, según lo previsto en el artículo 46.1 de la
referida Ley.

Mar España Martí
Directora de la Agencia Española de Protección de Datos
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